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Una de las características de éste mecanismo de protección excepcional, es la de constituir un instrumento jurídico de naturaleza subsidiaria y residual, que sólo se abre paso cuando el afectado carece de otros medios de defensa, o cuando, existiendo, se la utiliza como mecanismo transitorio de aplicación inmediata, para evitar un perjuicio irremediable. (…)
La jurisprudencia constitucional ha sostenido, que si bien en principios las personas jurídicas no son titulares de derechos fundamentales, pues ellos son inherentes al ser humano, lo cierto es que, existen garantías mayores como la igualdad, debido proceso, libertad de asociación, petición, inviolabilidad de domicilio y correspondencia, información, buen nombre y acceso a la administración de justicia, entre otros, que pueden ser reclamados por aquéllas haciendo uso de la acción de tutela.
En cuanto al debido proceso y el acceso a la justicia, derechos que se alegan conculcados en la presente acción ha dicho la Alta Magistratura constitucional: 

 “(...) el debido proceso y el acceso a la justicia se atribuyen a las personas, naturales y jurídicas, porque son derechos que se basan en la capacidad de obrar de unas y otras, no en la naturaleza de su personalidad. Prueba de ello es que el debido proceso se aplica a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas, y que el artículo 229 constitucional garantiza a toda persona el acceso a la justicia. (…)
En cuanto se refiere al debido proceso administrativo, la jurisprudencia constitucional ha precisado que es un derecho que tiene rango fundamental, ya que a través de él se busca que toda actuación administrativa se someta a las normas y a la jurisprudencia que regula la aplicación de los principios constitucionales…
… no evidencia la Sala irregularidad alguna en la actuación de la entidad accionada, toda vez que en cumplimiento de sus funciones, como administradora del monopolio rentístico de los juegos de suerte y azar, cuya titularidad pertenece al Estado colombiano, le corresponde dar aplicación al régimen propio…

Ahora bien, si la parte actora considera que la actividad comercial que desarrolla no es de aquéllas que requieran autorización por parte de Coljuegos o el Concesionario, es una discusión ajena al juez constitucional, primero porque la acción de tutela fue concebida como un mecanismo residual y subsidiario… y segundo porque no se dan los presupuestos de procedencia para invadir la órbita del juez natural tal como pasa explicarse.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, trece de abril de dos mil veinte 
Acta N°       de 13 de abril de 2020
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira a resolver la impugnación presentada por COLJUEGOS, contra la sentencia proferida por el Juzgado Primero  Laboral del Circuito de Pereira el día 25 de febrero de 2020, dentro del trámite de la Acción de Tutela que le promueve la sociedad Philip Brown Company S.A.S.

ANTECEDENTES

Informa Philip Brown Company S.A.S. que  su objeto social es ofrecer, a través de la página web www.comboloto.com, la celebración de un contrato de mandato sin representación, por medio del cual se obliga a i) comprar un juego de suerte y azar en un distribuidor autorizado por Coljuegos y/o el concesionario respectivo, al precio previamente fijado por éstos, ii) custodiar el ticket o billete y iii) entregarlo a la orden del mandante a cambio de una suma de dinero por concepto de honorarios previamente determinados en el contrato de mandato.

Refiere que a ello se limita su actividad comercial, siendo ajena la venta de juegos de suerte y azar, con lo cual se garantiza que el billete o ticket sea comprado a un distribuidor autorizado, que a su vez es el que se encarga de pagar los derechos de explotación de impuestos al Estado Colombiano.

Indica que el día 22 de julio de 2019 en su página web apareció la siguiente nota “Coljuegos y el Centro de Cibernético de la Policía Nacional previa validación, establecieron que la página web a la que usted acaba de ingresar se encuentra operando ilegalmente juegos de suerte y azar en la modalidad de “novedoso por internet” en el territorio colombiano”, decisión de la cual no recibió notificación por parte de Coljuegos u otra autoridad, ni conoce la actuación que respalda las razones que llevaron a la entidad a imponerle dicha sanción.
Explica que en virtud de tales acontecimientos, el día 11 de septiembre de 2019 presento derecho de petición a Coljuegos solicitando información relacionada con i) el proceso administrativo adelantado para imponer la sanción, ii) los motivos que llevaron a la entidad a tomar esa decisión, iii) si dio traslado a otras entidades para que realicen las investigaciones de la conducta que dio lugar al bloqueo de su página web, en caso positivo, pidió que le fueran suministradas copias de la actuación y, finalmente iv) pidió que le fuera levantado el bloqueo preventivo al dominio web www.comboloto.com.

En respuesta esta petición, Coljuegos confirmó la inexistencia de proceso administrativo por operación ilegal en contra de Philip Brown Company S.A.S. por ejercicio de su página web; que había solicitado el boqueo de la misma ante el Centro Cibernético de la Policía Nacional en virtud a que a través del dominio de la referencia se comercializa el Baloto Colombia, sin autorización del concesionario IGT Juegos S.A.S.  También la hizo saber de la necesidad de contar con autorización de esa entidad para explotar los juegos de suerte y azar en atención a que el Estado Colombiano ostenta su monopolio siendo ella su administradora.

Refiere que la respuesta de la entidad pone en evidencia la vulneración del debido proceso, no sólo porque impuso una sanción sin adelantar un procedimiento previo de su parte o de cuenta de otra autoridad, sino porque no le dio la oportunidad de formular los recursos de ley, con lo cual se ha perjudicado en la medida en fue privada de manera arbitraria de ejercer sus actividades comerciales.

Es por todo lo anterior que solicita la protección de los derechos al debido proceso, de defensa y libertad de empresa y en consecuencia se ordene el desbloqueo de la página web.comboloto.com, con el objetivo que la sociedad continúe desarrollando su actividad comercial.

TRÁMITE IMPARTIDO

Luego de haberse suscitado un conflicto de competente entre el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira y el Juzgado Quince Civil del Circuito de Bogotá que la Sala Plena de la Corte Suprema de Justicia, definió a cargo del primero, éste admitió la acción constitucional mediante auto de fecha 14 de febrero del año que avanza, concediendo a la parte accionada el término de dos (2) días para que ejercieran su legítimo derecho de defensa.
En comunicación de fecha 20 de febrero de 2020 la Policía Nacional, luego de hacer un recuento de su misión constitucional y legal señaló que el bloqueo del dominio www.comboloto.com por parte del Centro Cibernético de esa entidad, se dio en cumplimiento de lo dispuesto en el Convenio 096 de 2019 y por orden de Coljuegos; sin embargo afirma que en la actualidad la página web se encuentra en funcionamiento, por lo que señala que se configuró el hecho superado por carencia actual del objeto.

Coljuegos a su turno hizo notar la improcedencia de la acción de tutela instaurada por Philip Brown Company S.A.S., ya que considera que no se cumplen los requisitos de subsidiariedad e inmediatez en tanto que deben agotarse primero los medios ordinarios de defensa antes de acudir a la justicia constitucional y la acción debió ser instaurada en un término razonable, presupuestos ambos que no se dan en este caso, pues la parte actora utilizó esta herramienta como mecanismo principal y, el bloqueo de la página web se dio para el 22 de julio de 2019 y sólo hasta el mes de noviembre de igual año presentó la solicitud constitucional.  Adicionalmente pone de manifiesto la inexistencia de un perjuicio irremediable dado que no existe prueba de su configuración.
Al margen de lo anterior y luego de un recuento legal de su naturaleza jurídica, las funciones asignadas y la modalidad de operación de los juegos de suerte y azar, fijación y destino de los derechos de explotación, señaló en el caso concreto que a través de la Gerencia de Control de las Operaciones de la entidad se pudo establecer que la Sociedad Philip Brown Company S.A. ha creado tres páginas web con dominios diferentes, de las cuales 2 fueron bloqueadas, toda vez que en estas ofrece juegos o apuestas al público en el cual el jugador se debe registrar para participar en el combo juego, en las fechas en que los apostadores escojan y para ello deben hacer un pago para así recibir premios en caso de acertar.

Considera por tanto que no ha obrado en contra de los derechos fundamentales de la parte actora, pues sólo ha dado cumplimiento a las funciones legalmente establecidas por la legislación.

Llegado el día del fallo la funcionaria de primer grado amparó los derechos fundamentales de defensa y contradicción y al debido proceso de la sociedad Philip Brown Company S.A.S. al advertir su afectación por parte de Coljuegos en tanto impuso una medida restrictiva sin que mediara una actuación administrativa, en contra de la cual pudiese formular los recursos de ley o interponer las acciones ordinarias.

Refiere la a quo  que aunque reconoce las facultades con que cuenta Coljuegos para ejercer la administración del monopolio rentístico de los juegos de suerte y azar y las medidas que puede ejercer conforme el artículo 93 de la Ley 643 de 2001, tales actuaciones deben ser desplegadas garantizando siempre el debido proceso y adecuado ejercicio del derecho de defensa y contradicción.

Como consecuencia de lo anterior, ordenó a Coljuegos proceda a notificar a la sociedad accionante el acto administrativo que ordenó el bloqueo de la página web.

Respecto a la Policía Nacional advirtió que ninguna afectación de los derechos fundamentales de la accionante había sido por culpa de la acción u omisión de dicha institución.

Inconforme con la decisión Coljuegos trajo a colación iguales argumentos a los expuestos al momento de dar respuesta a la demanda, señalando concretamente como motivos de su disenso el hecho de que la  funcionaria hubiese omitido considerar el destino de los recursos de los juegos de suerte y azar que no es otro que el sector salud, por lo que el legislador en la Ley 643 de 2001 determinó que sólo podrán explotarse los juegos de suerte y azar en las condiciones establecidas en la ley del régimen propio y de conformidad con su reglamento, autorizando la inmediata interrupción y la clausura y liquidación de los establecimientos y empresas que los explote por fuera de ella.
Insiste en que la actividad realizada por la sociedad accionante es de aquellas reguladas por le entidad, por lo tanto para su desarrollo debe contar con previa suscripción de un contrato de concesión, en cuya ausencia está facultada por la misma ley para ordenar alertas y bloqueos correspondientes, medidas preventivas que no alcanzarían su objetivo si debe mediar un acto administrativo porque permitiría la defraudación de los recursos destinados para salud.
Refiere que la medida que le que le fue impuesta a la sociedad accionante obedeció a que a través de su página web se comercializaba el Lotto en línea (Baloto), actividad para lo cual no se encuentra autorizada por Coljuegos o el concesionario IGT JUEGOS S.A.S. que cuenta con contrato de concesión C1379 de 2016.
CONSIDERACIONES

PROBLEMA JURÍDICO

¿Se encuentra legitimada Philip Brow Company S.A.S. para solicitar la protección de sus derechos fundamentales a través de la acción de tutela?
En caso afirmativo, ¿Vulneró Coljuegos garantías tales, como el debido proceso, el derecho de defensa y contracción y libre empresa al ordenar el bloqueo de la página web de la accionante?

Antes de entrar a revolver el interrogante formulado, es preciso anotar que el artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

1. PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA 

Una de las características de éste mecanismo de protección excepcional, es la de constituir un instrumento jurídico de naturaleza subsidiaria y residual, que sólo se abre paso cuando el afectado carece de otros medios de defensa, o cuando, existiendo, se la utiliza como mecanismo transitorio de aplicación inmediata, para evitar un perjuicio irremediable.

Frente a la procedencia de la acción de tutela, la Corte Constitucional, en la sentencia T-013-18, expuso lo siguiente:

“La acción de tutela fue concebida como un mecanismo de protección inmediato, oportuno y adecuado para las garantías fundamentales, frente a situaciones de amenaza o vulneración, por la acción u omisión de las autoridades públicas o, de los particulares en casos excepcionales. De lo dispuesto por el artículo 86 de la Constitución Política y el Decreto Ley 2591 de 1991 se ha considerado, pacíficamente, por esta Corte, que son requisitos para la procedencia o estudio de fondo de la acción de tutela la acreditación de i) la legitimación en la causa, ii) un ejercicio oportuno (inmediatez) y iii) un carácter subsidiario respecto de otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que se trate de un supuesto de perjuicio irremediable, o cuando existiendo, dichos medios carezcan de idoneidad y eficacia para proteger los derechos fundamentales en cada caso”. 

2. LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR ACTIVA DE PERSONAS JURÍDICAS PARA PRESENTAR TUTELAS.

La jurisprudencia constitucional ha sostenido, que si bien en principios las personas jurídicas no son titulares de derechos fundamentales, pues ellos son inherentes al ser humano, lo cierto es que, existen garantías mayores como la igualdad, debido proceso, libertad de asociación, petición, inviolabilidad de domicilio y correspondencia, información, buen nombre y acceso a la administración de justicia, entre otros, que pueden ser reclamados por aquéllas haciendo uso de la acción de tutela.

En cuanto al debido proceso y el acceso a la justicia, derechos que se alegan conculcados en la presente acción ha dicho la Alta Magistratura constitucional: 

 “(...) el debido proceso y el acceso a la justicia se atribuyen a las personas, naturales y jurídicas, porque son derechos que se basan en la capacidad de obrar de unas y otras, no en la naturaleza de su personalidad. Prueba de ello es que el debido proceso se aplica a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas, y que el artículo 229 constitucional garantiza a toda persona el acceso a la justicia.

 

Pretender excluir a las personas jurídicas de la acción de tutela para restablecer su derecho a un juicio justo, conforme a las leyes preexistentes, ante un tribunal competente y con la plenitud de las formas previstas, sería tanto como establecer presupuestos diferentes en el desenvolvimiento de la capacidad de obrar de las personas naturales, según su actuación individual u colectiva, desconocimiento la protección que la Carta Política otorga al substrato humano que comportan todas las actuaciones que proyectan al hombre como ser social”
. 
3. DEL MONOPOLIO RENTÍSTICO DE LOS JUEGOS DE  SUERTE Y AZAR
El Estado Colombiano desde la Ley 10 de 1990 viene explotando el monopolio rentístico de los juegos de suerte y azar, en beneficio del sector salud.  Posteriormente, la Constitución Nacional en su artículo 336 estableció las reglas que deben tenerse en cuenta para establecerse un monopolio, siendo estas:
“Ningún monopolio podrá establecerse sino como arbitrio rentístico, con una finalidad de interés público o social y en virtud de la ley.

La ley que establezca un monopolio no podrá aplicarse antes de que hayan sido plenamente indemnizados los individuos que en virtud de ella deban quedar privados del ejercicio de una actividad económica lícita.

La organización, administración, control y explotación de los monopolios rentísticos estarán sometidos a un régimen propio, fijado por la ley de iniciativa gubernamental.

Las rentas obtenidas en el ejercicio de los monopolios de suerte y azar estarán destinadas exclusivamente a los servicios de salud.

Las rentas obtenidas en el ejercicio del monopolio de licores, estarán destinadas preferentemente a los servicios de salud y educación.

La evasión fiscal en materia de rentas provenientes de monopolios rentísticos será sancionada penalmente en los términos que establezca la ley.

El Gobierno enajenará o liquidará las empresas monopolísticas del Estado y otorgará a terceros el desarrollo de su actividad cuando no cumplan los requisitos de eficiencia, en los términos que determine la ley.

En cualquier caso se respetarán los derechos adquiridos por los trabajadores”.

Es así que en cumplimiento de dicho mandato fue expedida la Ley 643 de 2001, por medio de la cual se fijó “el régimen propio del monopolio rentístico de juegos de suerte y azar” que define el mismo como “la facultad exclusiva del Estado para explotar, organizar, administrar, operar, controlar, fiscalizar, regular y vigilar todas las modalidades de juegos de suerte y azar, y para establecer las condiciones en las cuales los particulares pueden operarlos, facultad que siempre se debe ejercer como actividad que debe respetar el interés público y social y con fines de arbitrio rentístico a favor de los servicios de salud, incluidos sus costos prestacionales y la investigación”.  También establece la misma norma que dicho monopolio será ejercido de conformidad con lo dispuesto en esta ley y su reglamentación, al igual que la  “explotación, organización y administración de toda modalidad de juego de suerte y azar” 
Es así entonces que dicho régimen en el artículo 4º i) definió los juegos prohibidos, ii) estableció prácticas no autorizadas y iii) determinó que “la autoridad competente dispondrá la inmediata interrupción y la clausura y liquidación de los establecimientos y empresas que los exploten por fuera de ella, sin perjuicio de las sanciones penales, policiva y administrativas a que haya lugar y el cobro de los derechos de explotación e impuestos que se haya causado”.
También señala la norma que “Las autoridades de policía o la entidad de control competente deberán suspender definitivamente los juegos no autorizados y las prácticas prohibidas. Igualmente deberán dar traslado a las autoridades competentes cuando pueda presentarse detrimento patrimonial del Estado, pérdida de recursos públicos o delitos”
Así mismo, en el parágrafo 3º del artículo 38 se faculta a “los administradores del monopolio, las autoridades de inspección, vigilancia y control, las autoridades de policía y la Policía Nacional podrán hacer monitoreo a los canales, entidades financieras, páginas de Internet y medios que de cualquier forma sirvan a la explotación, operación, venta, pago, publicidad o comercialización de juegos de suerte y azar no autorizados, y ordenar las alertas y bloqueos correspondientes.”  Negrilla para resaltar.
Ahora, es misma norma establece en el artículo 7º que la operación mediante terceros, es toda aquella que “realizan personas jurídicas, en virtud de autorización, mediante contratos de concesión o contratación en términos de la Ley 80 de 1993, celebrados con las entidades territoriales, las empresas industriales y comerciales del Estado, de las entidades territoriales o con las sociedades de capital público autorizadas para la explotación del monopolio, o cualquier persona capaz en virtud de autorización otorgada en los términos de la presente ley, según el caso”.

4. DEBIDO PROCESO.

El artículo 29 superior, señala que "el debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas", lo cual indica que tanto las autoridades judiciales como las administrativas, deben actuar respetando y garantizando el ejercicio del derecho de defensa, dentro de los procedimientos diseñados por el legislador.
En cuanto se refiere al debido proceso administrativo, la jurisprudencia constitucional ha precisado que es un derecho que tiene rango fundamental, ya que a través de él se busca que toda actuación administrativa se someta a las normas y a la jurisprudencia que regula la aplicación de los principios constitucionales. Así, en la Sentencia T-023 de 2018, esta Corporación sostuvo:
“En efecto, esta Corporación ha sostenido que el derecho al debido proceso administrativo se entiende vulnerado cuando las autoridades públicas, en ejercicio de la función administrativa, no siguen estrictamente los actos y procedimientos establecidos en la ley para la adopción de sus decisiones y, por esa vía, desconocen las garantías reconocidas a los administrados”.

5.  CASO CONCRETO
En el presente asunto, la sociedad accionada cuestiona la actuación de Coljuegos al disponer el bloqueo de la página web a través de la cual ejerce su actividad económica, sin adelantar un procedimiento previo y sin permitirle controvertir tal decisión, con lo cual resultaron vulnerados sus derechos fundamentales de defensa y contradicción,  debido proceso y libertad de empresa.

La entidad accionada por su parte alega encontrarse amparada por la normatividad que fija el régimen propio del monopolio rentístico de los juegos de suerte y azar, que le permite ordenar las alertas y bloqueos correspondientes para quienes ejerzan dicha actividad sin autorización.
Lo primero que debe decirse es que de acuerdo con la naturaleza jurídica de Coljuegos, establecida en el Decreto 4142 de 2011, esta es una Empresa Industrial y Comercial del Estado, encargada de la administración del monopolio rentístico de los juegos de suerte y azar, por tanto la norma que regula su actuación es la Ley 643 de 2001.

Es entonces que en virtud del cumplimiento de dicha disposición la entidad accionada, el día 22 de julio de 2019 procedió a bloquear la página web www.comboloto.com creada por Philip Brow Company S.A.S., en la que a partir de esa data se pudo observar el siguiente aviso “Coljuegos y el centro de Cibernetico de la Policía Nacional previa validación, establecieron que la página web a la que usted acaba de ingresar se encuentra operando ilegalmente juegos de suerte y azar con la modalidad de “novedoso por internet” en el territorio colombiano”.
Como puede evidenciarse, desde el momento mismo en que se tomó la medida por parte Coljuegos, el propietario del dominio tuvo conocimiento de los motivos por los cuales el mismo estaba siendo bloqueado, por lo tanto, a partir de ese momento debió elevar las solicitudes correspondientes para que fuera levantada la medida, bien sea presentando la autorización que echó de menos la entidad o en su defecto poniendo en conocimiento de ésta los argumentos que ahora expone para justificar su actuación.
Ahora, no evidencia la Sala irregularidad alguna en la actuación de la entidad accionada, toda vez que en cumplimiento de sus funciones, como administradora del monopolio rentístico de los juegos de suerte y azar, cuya titularidad pertenece al Estado colombiano, le corresponde dar aplicación al régimen propio  -Ley 643 de 2001- por disposición expresa de la Constitucional Nacional, el cual goza de exclusividad y prevalencia sobre las demás leyes –artículo 60-.  El blindaje de esta norma obedece, no sólo a la titularidad del Estado sobre el monopolio, sino la destinación de los recursos de su explotación, con lo cual queda limitada la libertad de empresa, pues solo quienes se encuentren autorizados pueden participar de la operación y quienes no, están maniobrando desde la ilegalidad.
Es así entonces que verificando la actuación desplegada por Coljuegos, se tiene que a través de denuncia allegada a la Gerencia de Control a las Operaciones Ilegales de esta entidad, pudo constatar que Philip Brown Company S.A. es propietaria entre otros, del dominio www.comboloto.com a través del cual, previo registro, se ofrece la posibilidad de jugar baloto online y pagar seguro con: PSE / Daviplata, Efecty, Via Baloto, etc. -fl. 79-. 
Como puede observarse, luego de verificar el servicio que se ofrece en línea por la sociedad accionante, Coljuegos advirtió que se trata de actividades respecto a las cuales ejerce el monopolio el Estado, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 93 de la Ley 643 de 2001, para lo cual se requiere de una autorización para operar, con la cual no cuenta.

En ese orden de ideas, de acuerdo con lo previsto en el parágrafo 3º del artículo 38 ibídem, procedió a imponer el bloqueo correspondiente, sin que prevea la norma que  para ello deba mediar un acto administrativo o la notificación de la medida al infractor, pues como viene de verse, el legislador lo autorizó, no sólo por la exclusividad con que explota dicha actividad del Estado, sino también en franca protección de los recursos destinados al sector salud, los cuales se encuentran en riesgo si se deja operar los juegos de suerte y azar sin autorización.

No sobra mencionar que según informa Coljuegos, Philip Brown Company S.A.S. viene ofreciendo servicios respecto a Lotto en línea (Baloto), actividad que se encuentra regulada por esa entidad, pero que viene siendo ejercida por el concesionario IGT JUEGOS S.A.S. titular del contrato de concesión C1379 de 2016.
Como puede observarse, ceñida al procedimiento se encuentra la actuación de la entidad accionada, en tanto que la sociedad accionante viene realizando operaciones que se encuentran monopolizadas y reguladas por el Estado y lucrándose de un producto cuyos derechos de explotación se encuentran registrados y autorizados en beneficio de otra empresa, por lo tanto, la medida impuesta se encuentra ajustada  a los postulados del régimen propio del monopolio rentístico de juegos de suerte y azar, que no tiene otro propósito que salvaguardar los recursos destinados al sector salud.

Ahora bien,  si la parte actora considera que la actividad comercial que desarrolla no es de aquéllas que requieran autorización por parte de Coljuegos o el Concesionario, es una discusión ajena al juez constitucional, primero porque la acción de tutela fue concebida como un mecanismo residual y subsidiario de protección de derechos fundamentas y no como medio para interpretar leyes y/o definir conflictos jurídicos propios de la jurisdicción ordinaria y, segundo porque no se dan los presupuestos de procedencia para invadir la órbita del juez natural tal como pasa explicarse.

A tono con la jurisprudencia citada en el numeral 1º de las consideraciones de esta providencia, la parte actora en el libelo inicial en momento alguno calificó los medios de defensa judicial como ineficaces y, respecto a la configuración de un perjuicio irremediable, solo señaló que la entidad demandada la “ha privado … de ejercer sus actividades comerciales, generando un perjuicio de tal magnitud que debe ser conjurado de manera inmediata”, lo que indica que el daño es meramente económico y recuérdese que para su resarcimiento no fue diseñada la acción de tutela; pero además, se advierte que éste no es de la magnitud que señala, pues del certificado de cámara de comercio que obra a folio 15 y siguientes del expedientes, se extrae que su objeto social está conformado por varias actividades diferentes a las que manifiesta realiza a través de su dominio en la web, que de paso sea dicho solo menciona en el literal A) del citado objeto social, que se trata de la prestación de servicios mediante contrato de mandato, sin especificar sobre qué actividades será ejecutado.

De acuerdo con lo expuesto, encontrando que ninguna vulneración de derechos fundamentales puede endilgarse a la entidad accionada, la Sala revocará la decisión de primer grado y en su lugar, negará la protección reclamada por la sociedad accionante.

En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión Laboral No 3º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE

PRIMERO: REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira,  el día 26 de febrero de 2020.
SEGUNDO: NEGAR el amparo solicitado por la sociedad PHILIP BROWN COMPANY S.A.S.
TERCERO: NOTIFÍQUESE esta decisión a las parte por el medio más expedito.
CUARTO: ENVÍESE, lo más pronto posible, a la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
     ALEJANDRA MARÍA HENAO PALACIO

Magistrada




     Magistrada
� T-924 de 2002. M.P. Álvaro Tafur Gálvis
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